
UNIDAD ACADÉMICA DE CIENCIAS SOCIALES

CARRERA DE JURISPRUDENCIA

MACHALA
2017

NARVAEZ ORTIZ CARLOS ESTEFANO

VALIDEZ DE LAS MEDIDAS ADMINISTRATIVAS Y LA CAPACIDAD
DEL JUEZ DE FAMILIA PARA LA REVISIÓN DE LOS PROCESOS DE

MENORES



UNIDAD ACADÉMICA DE CIENCIAS SOCIALES

CARRERA DE JURISPRUDENCIA

MACHALA
2017

NARVAEZ ORTIZ CARLOS ESTEFANO

VALIDEZ DE LAS MEDIDAS ADMINISTRATIVAS Y LA
CAPACIDAD DEL JUEZ DE FAMILIA PARA LA REVISIÓN DE LOS

PROCESOS DE MENORES





Urkund Analysis Result 
Analysed Document: CARLOS ESTEFANO NARVAEZ ORTIZ.docx (D25127203)
Submitted: 2017-01-19 19:59:00 
Submitted By: sucox91@hotmail.com 
Significance: 0 % 

Sources included in the report: 

Instances where selected sources appear: 

0 

U R K N DU





I 

 

 

 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD TÉCNICA DE MACHALA 

UNIDAD ACADÉMICA DE CIENCIAS SOCIALES 

CARRERA DE JURISPRUDENCIA 

 

TITULO: 

 

 

TRABAJO DE TITULACIÓN PREVIO A LA OBTENCIÓN DEL TÍTULO DE 
ABOGADOS DE LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES DE LA REPUBLICA DEL 

ECUADOR. 

 

AUTOR: 

CARLOS ESTEFANO NARVAEZ ORTIZ 

 

 

 

TUTOR: 

AB. MONICA RAMON MERCHAN 

 

MACHALA, ENERO DEL 2016 



II 

 

RESUMEN  

 

 

 

 

 

Autor: 

Carlos Estefano Narvaez Ortiz 

Tutor: 

Ab. Monica Ramon Merchan, Mgs. 

En el presente trabajo de investigación se desarrolla de conformidad con los 
presupuestos establecidos por el sistema de titulación de la Universidad Técnica 
de Machala previo a la Obtención del Título de Abogado de la Juzgados y 
Tribunales de la República del Ecuador cuyo objeto de estudio es VALIDEZ DE 
LAS MEDIDAS ADMINISTRATIVAS Y LA CAPACIDAD DEL JUEZ DE FAMILIA 
PARA LA REVISIÓN DE LOS PROCESOS DE MENORES. Para el desarrollo 
del informe final de investigación se tomo como premisa de análisis al interés 
superior del niño, principio rector sobre el que se desarrollan las actividades 
administrativas y judiciales en ámbito del derecho de menores. La investigación 
corresponde al análisis sobre las facultades y limitaciones de los órganos 
administrativos y judiciales en cuanto a la forma en que se toman decisiones 
sobre la tenencia y cuidado de los menores para la eficaz protección de sus 
derechos. La investigación concluye con la presentación de los resultados de 
investigación, a través del cumplimiento de los objetivos de investigación 
propuestos, esto es, que el proceso de menores se resuelve en forma temporal 
sobre la circunstancias específicas de los hechos que motivan las acciones 
correspondientes, por lo que la revisión de los mismos, por la misma autoridad 
que emite la decisión o de otra, judicial o administrativa, corresponde a la misma 
protección especial de sus derechos. 

PALABRAS CLAVE: INTERES SUPERIOR DEL NIÑO, RESOLUCION NO 
DEFINITIVA, MEDIDAS ADMINISTRATIVAS, ACTOS URGENTES, MEDIDAS 
CAUTELARES 
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In the present work of investigation is developed in accordance with the budgets 
established by the system of titling of the Technical University of Machala 
previous to the Obtention of the Title of Lawyer of the Courts and Tribunals of the 
Republic of Ecuador whose object of study is VALIDITY OF ADMINISTRATIVE 
MEASURES AND THE CAPACITY OF THE JUDGE OF FAMILY FOR THE 
REVIEW OF CHILD PROCESSES. For the development of the final report of 
investigation, the premise of analysis is the best interests of the child, the guiding 
principle on which administrative and judicial activities in the field of juvenile law 
are developed. The investigation corresponds to the analysis of the faculties and 
limitations of the administrative and judicial organs as to the way in which 
decisions are taken on the possession and care of minors for the effective 
protection of their rights. The research concludes with the presentation of the 
research results, through the fulfillment of the proposed research objectives, that 
is, the process of minors is resolved temporarily on the specific circumstances of 
the events that motivate the corresponding actions, for So that the review of them, 
by the same authority issuing the decision or another, judicial or administrative, 
corresponds to the same special protection of their rights. 
 
KEY WORDS: CHILD INTEREST, NON-DEFINITIVE RESOLUTION, 
ADMINISTRATIVE MEASURES, URGENT ACTS, PRECAUTIONARY 
MEASURES 
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INTRODUCCIÓN 

El presente trabajo de investigación se sujeta a las normas directrices dispuestas 
en el Reglamento para el Sistema de Titulación de la Universidad Técnica de 
Machala, y demás normas dispuestas en la Guía Complementaria del mismo 
reglamento, como parte del proceso de titulación previo a la obtención del título 
de abogado de los tribunales de la república del Ecuador, cuyo campo de 
investigación es el Derecho de Menores. 

El principio del interés superior del niño refleja una norma ampliamente aceptada 
por el derecho internacional; su primer referente normativo se encuentra en la 
Convención sobre los Derechos del Niño, suscrita por la gran mayoría de los 
países del mundo, suceso que sirve como base para que cada Estado parte con 
posterioridad a la ratificación de este tratado desarrolle el principio en mención, 
lo cual evidentemente también ha sucedido en Ecuador, y de múltiples casos 
concretos conocidos en los cuales las víctimas son niños y niñas ecuatorianos 
a quienes les resultan vulnerados o amenazados sus derechos. 

Actualmente la infancia se ve expuesta a diversas situaciones que pueden 
amenazar o vulnerar sus derechos fundamentales; desde ahí, es necesario que 
a los niños se les garanticen las condiciones necesarias para que tengan una 
calidad de vida digna y dentro de la cual puedan disfrutar del pleno goce de sus 
derechos, a fin de que se potencialicen como personas hábiles, inteligentes y 
sanas que puedan contribuir política, social y culturalmente a la sociedad. 

Es así como este texto muestra el resultado del análisis doctrinal sobre los 
hechos que vulnera los derechos de los niños, como el de tener una familia y a 
no ser separados de ella, debido a que este es un derecho fundamental que 
refiere un supuesto de seguridad afectiva y social para los niños, recordando lo 
esencial de sentirse parte de una familia, de ser apoyados, tenidos en cuenta, 
de compartir dentro de un entorno de amor y cariño, y de estar cerca de las 
personas más importantes e influyentes en sus vidas. 

 A partir del goce de este derecho fundamental, se analiza el escenario 
constitucional respectivo teniendo en cuenta la aplicación del principio de interés 
superior del niño por parte de los jueces como mecanismo para garantizar el 
derecho en mención.  

En razón de lo expuesto, para el desarrollo de la presente investigación se tiene 
como objetivo general de investigación la de determinar la importancia de la 
aplicación y reconocimiento del principio de interés superior del niño, como 
instrumento para garantizar el desarrollo integral de los niños; Como objetivos 
específicos: a) Analizar el contexto internacional del reconocimiento de los 
derechos de los menores; y, b) establecer el efecto de las resoluciones 
administrativas y judiciales en materia de menores. 
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El proceso metodológico que guía el desarrollo de la presente investigación, 
comprende la aplicación del método documental, como eje central de la 
investigación, a fin de dar cumplimiento a las exigencias de la normativa para el 
proceso de titulación.  Aplicado el proceso antes indicado, se ha concluido la 
necesidad de la evaluación constante de las resoluciones que determinan los 
derechos de menores a fin de dar pleno reconocimiento al ejercicio de sus 
derechos. 
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DESARROLLO 

1. LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DEL INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO 
COMO INSTRUMENTO PARA GARANTIZAR Y PROTEGER LOS 
DERECHOS DEL NIÑO 

El principio del interés superior del niño hace referencia a que a los niños se les 
debe otorgar un trato preferente en todos los aspectos, acorde con su 
caracterización jurídica de sujetos de especial protección.  

Este principio regulador de la normativa de los derechos de los niños y niñas se 
funda en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los 
niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno 
aprovechamiento de sus potencialidades (Aguilar Cavallo, pág. 120) 

 

Ahora bien, a raíz de los conflictos jurídicos que se crean cuando se pretende 
aplicar el principio del interés superior del niño, es que se hace necesaria una 
ponderación entre el derecho a la familia y cualquier otra situación jurídica que 
se encuentre en contraposición, en donde, por supuesto, debe primar el derecho 
del niño, en función de la aplicación del principio de su interés superior. Al 
referirnos a principio “nos estamos refiriendo a un estándar que ha de ser 
observado, no porque favorezca o asegure una situación económica, política o 
social que se considere deseable, sino porque es una exigencia de la justicia, la 
equidad o alguna dimensión de la moralidad” (Lepin Molina, 2014, pág. 12), pero 
a pesar de su carácter general 

Tradicionalmente, se ha considerado a la familia como un espacio privado, inmune 
a la intervención estatal, en el cual se desarrollan determinadas relaciones que 
gozan de absoluta intimidad. Así, algunos grupos sociales más vulnerables (como 
los niños y mujeres) se han encontrado privados de cualquier protección individual, 
en nombre de la “estabilidad familiar”, “paz familiar” o “interés familiar”. (Pelligrini, 
2007 , pág. 171) 

De ahí que en ocasiones este derecho se vulnere generando consecuencias 
como niños desamparados, solitarios, con trastornos psicológicos, con 
perturbaciones en su sexualidad y problemas afectivos, entre muchos otros. 
Situaciones que reflejan la degradación de la sociedad y la familia, y, a su vez, 
la imposibilidad del Estado de garantizar el goce y ejercicio de los derechos de 
los niños y niñas. Desde ahí, se entiende que 

implican no solo aspectos todos jurídicos, sino también psicológicos y sociales, de 
máxime cuando en estos casos se arbitra sobre elementos concernientes al 
desarrollo psico-social y afectivo de este y en el parentesco de sangre (cognado). 
fortalecimiento del tejido social (Camargo & Verjel Causado, 2014, pág. 163) 

Ahora bien, la Convención sobre los Derechos del Niño expresa que: 
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los Estados partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra 
la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos 
aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño (Estados 
Parte, 1989) 

De donde surge una situación jurídica que merece un estudio especial en razón 
a que teniendo en cuenta la norma referida sí se podría separar a un niño de 
sus padres o alguno de ellos, lo que aparentemente estaría contraviniendo el 
derecho a tener una familia; sin embargo, es una situación jurídica que se 
permite cuando estar cerca o en permanente contacto con los padres afecte el 
interés superior del niño. 

Por esto, lo que se pretende analizar es la posición de la jurisprudencia nacional 
e internacional con respecto a la aplicación de este principio y los parámetros o 
lineamientos que se han establecido para ello, ya que se debe tener en cuenta 
“que el interés superior del menor se determina en atención a casos concretos, 
dada su índole real y relacional” (Colombia, Corte Constitucional, Sentencia T-
543 del 2004).   

El problema jurídico surge porque la jurisprudencia en torno al tema de 
vulneración al derecho a la familia es extensa, por lo que se dificultaba su 
estudio y el desarrollo de una línea en concreto, de ahí que, si bien es cierto que 
los hechos de los casos analizados eran muy variados, resultaba difícil construir 
un problema uniforme que partiera de una situación fáctica concreta.  

las decisiones estatales sobre el niño (sobre su persona) deben ser decisiones 
sobre, y acerca de sus derechos. Para el caso de los jueces y los funcionarios 
estatales (la convención impone obligaciones sobre entes no estatales también 
como la familia y la sociedad) lo anterior importa que las decisiones deben ser 
adjudicativas de derechos preexistentes de los niños. (Garrido Álvarez, 2013, pág. 
120) 

 

Por lo que, una de las interrogantes, correspondería a la actividad del Estado 
como garantista de derechos, en función de la aplicación del principio de interés 
superior, se plantea, por lo tanto: ¿Cómo interpretan y aplicación las entidades 
u organismos públicos, el principio de interés superior, para proteger y 
salvaguardar sus derechos fundamentales? 

Interrogante que se plantea sobre la realidad de la familia ecuatoriana, en la que 
un significativo porcentaje de matrimonios se separa en los 3 primeros años de 
matrimonio, y en las disposiciones legales determinadas en el Derecho de 
Familia ecuatoriana en la que, por norma general, la madre es quien ejerce la 
tenencia de los hijos, siendo la excepción la custodia compartida que se practica 
en casos aislados, por lo que el estudio sobre esta figura jurídica no ha tomado 
mayor relevancia en el sistema jurídico ecuatoriano. 
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2. DERECHO DE LOS NIÑOS A TENER UNA FAMILIA Y A NO SER 
SEPARADOS DE ELLA 

La Convención sobre los Derechos del Niño determina: 

Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra 
la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos 
aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal 
determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos 
en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando 
éstos viven separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de 
residencia del niño. (Estados Parte, 1989) 

Más adelante expresa el mismo documento que  

los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de 
ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos 
padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 
(Estados Parte, 1989) 

Por su parte, la Constitución de la República del Ecuador en su Art. 35 reconoce 
a los niños y niñas como parte del grupo de atención prioritaria, y ratifica la 
incidencia e importancia del principio de interés superior del niño en el sistema 
jurídico, así como su ejercicio en el sistema judicial estableciendo que, en razón 
de este principio, los derechos de los niños prevalecerán sobre los de las demás 
personas.  

El principio del interés superior del niño es un mecanismo jurídico; sin embargo, la 
forma en que es entendido y articulado en conjuntos particulares de ideas y 
acciones es un hecho sociocultural relacionado con las concepciones que manejan 
las sociedades sobre los niños. 

 

Sobre esta premisa, la misma norma suprema del Estado, en su Art. 44 establece 
la importancia de la forma y las condiciones sobre las que se desarrollan los 
menores, por lo que dispone como derecho constitucional de los niños el de 
desarrollarse de forma integral; el desarrollo integral al que hace referencia la 
norma citada, implica no solo el reconocimiento de los derechos humanos del 
niño, sino aquellos que corresponden propiamente a su edad, durante todas sus 
etapas de crecimiento para el desarrollo de su intelecto, en un ambiente afectivo, 
pero de forma principal en un entorno familiar. 

Al respecto, se establece la importancia de que los hijos se desarrollen con sus 
padres, con la excepción que la propia Constitución, la Convención sobre los 
derechos del Niño, y la jurisprudencia internacional ha señalado han 
determinado, esto es, cuando esta relación afecte su interés superior; en otras 
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palabras, cuando el contacto con sus progenitores comprometa su desarrollo 
psicológico o afectivo. 

Con relación a lo expuesto, se destaca las disposiciones realizadas por el Código 
de la Niñez, que en su Art. 113 establece las causales sobre el ejercicio de la 
patria potestad, razones sobre las cuales los padres pueden ser privados de su 
ejercicio, y que se relacionaría con las causas de justificación para la separación 
de los menores de sus progenitores, que entre otros corresponden a violencia 
física, abuso sexual, explotación sexual o laboral, demencia, incumplimiento 
grave del deber de cuidado, manifiesto desinterés de sus responsabilidades, así 
como inducir a los hijos a la mendicidad. 

En similares términos la Carta Política Colombiana en su artículo 44 establece 
los derechos fundamentales de la infancia, entre los cuales contempla el de 
tener una familia y no ser separado de ella; de igual manera, el artículo 22 de la 
Ley 1098 del 2006 determina que:  

Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener y crecer en el seno 
de la familia, a ser acogidos y no ser expulsados de ella. Los niños, las niñas y los 
adolescentes sólo podrán ser separados de la familia cuando esta no garantice las 
condiciones para la realización y el ejercicio de sus derechos.  

La Corte Constitucional ha expresado respecto de este derecho que  

su satisfacción constituye una necesaria condición de posibilidad para la 
materialización de varios otros derechos fundamentales protegidos por la Carta, ya 
que a través de él se permite que los niños accedan al cuidado, amor, educación. 
(Corte Constitucional, 2014) 

Expresa la misma sentencia que: 

la vulneración del derecho a la familia constituye una amenaza seria contra 
derechos fundamentales como el de la integridad física, la salud, a crecer en un 
ambiente de afecto y solidaridad, a una alimentación equilibrada, a la educación, a 
la recreación y a la cultura. (Corte Constitucional, 2014) 

En sistema jurídico ecuatoriano, en los últimos años se ha evidenciado un 
significativo número de procesos relacionados con divorcios, alimentos, familia, 
tenencia, razón por la cual los organismos administrativos como los consejos 
cantonales de niñez y adolescencia, tomaron mayor relevancia interviniendo a 
través de medidas administrativas para proteger los derechos de los menores, 
como lo dispone la propia Corte Constitucional en las sentencias antes citadas, 
es decir, procurar la estabilidad de los menores y el desarrollo de ellos dentro la 
familia, y con el apoyo de los padres biológicos. 

En este sentido, la propia Constitución de la República del Ecuador, establece 
en su Art. 69, la importancia del desarrollo de los menores con el apoyo de sus 
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progenitores, por lo que establece la necesidad de que los organismos 
especializados en menores, así como el mismo sistema judicial, se implementen 
políticas públicas para procurar la paternidad y maternidad responsable. Por lo 
que se puede colegir que, no solo corresponde por derecho a los menores su 
desarrollo integral, sino que representa también una obligación para los padres, 
y a su vez, una garantía del Estado para el efectivo goce de sus derechos. 

La maternidad y paternidad responsable corresponde por lo tanto al hecho 
mismo de brindar apoyo y cuidado a los menores en su etapa de crecimiento, 
educación, salud, y alimentación, de tal manera que se generen condiciones 
adecuadas para que los menores crezcan y desarrollen adecuadamente como 
personas de bien, y en conocimiento de sus deberes sociales y familiares. Por 
lo expuesto, se colige que sobre los conflictos de derechos, la regla general por 
norma constitucional es que el derecho de los menores es preferente al de las 
demás personas, siempre que este ejercicio se presente como la forma de dar 
atención especializada, prioritaria a sus derechos.  

Se señala que el principio de la corresponsabilidad parental cobra relevancia, entre 
otras razones, porque padre y madre, hombre y mujer, están compartiendo 
progresivamente ámbitos que históricamente habían sido espacios exclusivos de 
uno u otro (Acuña San Martín, 2013, pág. 26) 

 

Por lo tanto, corresponde al Estado la creación de normas, y medidas jurídicas 
capaces de garantizar el acceso a los derechos de los menores, incluso cuando 
situaciones como la separación del seno de la familia, aun siendo este un 
derecho de los niños, corresponda a una acción para la protección de otros 
derechos fundamentales, así lo determina el Art. 8 del Código Orgánico de la 
Niñez y Adolescencia.  

Las autoridades administrativas y judiciales, pueden dictar en cualquier 
momento, las medidas de protección que consideren pertinentes para la plena 
vigencia de los derechos de los niños, en este sentido el Art. 79, establece como 
capacidad de cualquier órgano antes indicado la de dictar medidas como el 
allanamiento, la reinserción de los menores, la separación del agresor del hogar, 
entre otras, pero atendiendo a las circunstancias específicas que rodean el caso 
y el momento, sin que estas tengan el carácter de definitivo.  

En este sentido, a fin de dilucidar la aplicación del interés superior del niño, el 
Comité de los Derechos del Niño adoptó, el 29 de mayo de 2013, la Observación 
General nº. 14 que en su parte relevante indica: 

A fin de demostrar que se ha respetado el derecho del niño a que su interés superior 
se evalúe y constituya una consideración primordial, cualquier decisión sobre el 
niño o los niños debe estar motivada, justificada y explicada. En la motivación se 
debe señalar explícitamente todas las circunstancias de hecho referentes al niño, 
los elementos que se han considerado pertinentes para la evaluación de su interés 
superior, el contenido de los elementos en ese caso en concreto y la manera en 
que se han ponderado para determinar el interés superior del niño. Si la decisión 
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difiere de la opinión del niño, se deberá exponer con claridad la razón por la que se 
ha tomado. Si, excepcionalmente, la solución elegida no atiende al interés superior 
del niño, se deben indicar los motivos a los que obedece para demostrar que el 
interés superior del niño fue una consideración primordial, a pesar del resultado 
(Comité de los Derechos del Niño, 2013) 

Destacando que la imposibilidad de la existencia de una norma o procedimiento 
exacto en el que se pueda determinar cómo actuar sobre los casos específicos, 
sino, evaluar sobre determinadas circunstancias para motivadamente las 
órganos administrativos o judiciales tomen una decisión adecuada. Así mismo, 
la necesidad de que las adopciones de las medidas no tengan el carácter de 
definitivo, por lo que pueda, y deben ser evaluadas en razón de haberse 
respetado plenamente el derecho de los menores, o en su defecto, que las 
circunstancias que motivaron una decisión hayan cambiado. 

Cierto es que la verdadera fuerza atribuida a este principio reside en su carácter 
eminentemente abstracto, aspecto este que facilita su adaptación a los diferentes 
supuestos de hecho que puedan ir suscitándose; no obstante, esa misma 
circunstancia le ha valido un gran número de críticas fundamentadas, 
esencialmente, en su alto grado de indeterminación (Ravetllat Ballesté, 2015, pág. 
906) 

 

En relación con lo indicado, Camargo & Verjel precisan que  

Es el criterio determinante, al que han de ceñirse las acciones del Estado y de la 
sociedad en lo que respecta a la protección de los niños y a la promoción y 
preservación de sus derechos; a juicio de la Corte, se hace necesario ponderar “no 
sólo el requerimiento de medidas especiales, sino también las características 
particulares de la situación en la que se halla el niño. (Camargo & Verjel Causado, 
2014, pág. 164) 

Bajo estas premisas, se evidencia la importancia de la forma como ejercen sus 
funciones los administradores de justicia, y de los órganos administrativos, dada 
la relevancia de los decisiones que se adoptan, y como afectan a los derechos 
de los menores, de ahí que la evaluación de las misma sea necesario a fin de 
evitar que la decisión equivocada de una persona pueda llegar a afectar el 
desarrollo de los menores, o como se indica en líneas anteriores, por la variación 
de las circunstancias que lo motivan. 

En realidad, cuando hablamos del interés superior del niño no estamos hablando 
de lo que nosotros pensamos que le conviene al niño, de lo que el juez cree que es 
lo mejor para el niño, sino que cuando hablamos del interés superior, del interés 
primordial del niño, significa simplemente decidir sobre los derechos humanos de 
los niños (Aguilar Cavallo, 2008, págs. 229-230) 

De ahí que la revisión y evaluación de las decisiones adoptadas por los órganos 
administrativos correspondan a una necesidad, esto, con el objeto de brindar 
verdadera protección a los derechos de los menores, al respecto, no se trata de 
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una disposición de jerarquía, en el que órgano administrativo sea sujeto de 
evaluación por parte del órgano judicial, ya que las decisiones de este último 
también son objeto de revisión, incluso por la misma autoridad que la dicto. 
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CONCLUSIONES 

El desarrollo adecuado del proceso metodológico propuesto, ha permitido 
cumplir con los objetivos de la presente investigación, permitiendo generar un 
análisis crítico a la interpretación y aplicación del principio de interés superior del 
niño, estableciendo las siguientes conclusiones: 

 El principio de interés superior del niño, influye en el sistema jurídico 
posicionándose tanto como un derecho de los menores, como un principio 
de interpretación de normas, de tal forma que su reconocimiento a favor 
de los menores corresponde a una obligación del Estado, y de todos los 
servidores públicos a fin de generar condiciones adecuadas para que los 
niños, niñas y adolescentes ejerzan de forma idónea sus derechos, entre 
los que destacan la alimentación, salud, vivienda, estudio, y de forma 
especial, su desarrollo integral, obligando al Estado garantista a la 
promulgación de normas que permitan ejercer estos derechos, así como 
la adopción de políticas públicas dirigidas a su protección.   
 

 La relevancia del principio de interés superior del niño se sostiene en el 
amplio reconocimiento internacional, siendo que la mayor parte de los 
países del mundo han suscrito el Convenio de los derechos de los niños, 
y por lo tanto, obligados al cumplimiento de las disposiciones contenidas 
en dicha norma internacional, que incluso ha constituido un comité que 
genera resolución u observaciones a la forma de aplicación y 
reconocimiento de los derechos de los menores, teniendo para el efecto, 
carácter de vinculante  y de obligatorio cumplimiento para los Estado 
Parte, como es el caso de justicia ecuatoriana. 
 
 

 A razón de la aplicación del principio de interés superior del niño, es 
necesario la revisión y evaluación de las medidas administrativas y 
judiciales que se adoptan de conformidad con las circunstancias 
específicas en las que se emiten, por lo que, el cambio de las 
circunstancias requiere que las medidas dispuestas en los casos 
específicos varíen en busca de la protección de la aplicación del principio 
de interés superior. 
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